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762 ALFONSO NORIEGA CANTO 

1. Como lo enseñó Alexis de Tocqueville en su obra clásica La Demo­
cracia en América~ la gran originalidad de la Constitución Federal nor­
teamericana de 1787, vigente hasta nuestros días, reside en la superposición 
de dos series de órganos de gobierno, en los que cada uno de ellos, por su 
propia naturaleza, podría en principio bastarse así mismo, 

Cada Estado, desde luego, dispone de todos los órganos necesarios para 
su propia vida: una Legislatura, un jefe del Poder Ejecutivo -el gober­
nador- y, un sistema judicial propio presidido por una Corte Suprema. 
Pero, encima del gobierno de cada Estado se encuentra superpuesto un 
gobierno federal que dispone, asimismo, de todos los órganos necesarios: 
Un Legislativo, que es el Congreso, un Ejecutivo, que es el Presidente de 
la República, y un sistema judicial presidido por una Corte Suprema 

Esta fue la ingeniosa gran creación de los padres de la Constitución 
federal, que superó la organización primitiva de la Confederación creada 
inmediatamente después de obtenida la independencia: El gobierno federal 
se encuentra totalmente equipado y tiene el poder de dar órdenes directas 
a cada ciudadano. Ya no se trata, como en el régimen de la Confederación 
de decisiones que vinculan simplemente a los Estados, sino de leyes que se 
imponen directamente a cada uno de los ciudadanos. Esta organización, 
decía Tocqueville, fue el gran descubrimiento político de los tiempos mo­
dernos, tanto más que tiene un carácter flexible y ha permitido las evo­
luciones necesarias. 

2. Pero, el sistema por más ingenioso y eficaz, planteó un problema 
de gran importancia, el relativo a la determinación de los poderes respec­
tivos que correspondían a la Federación y a los Estados federativos. 

El problema de los derechos inherentes a los Estados, en el sistema fe­
deral de gobierno de Estados Unidos, fue considerado como esencial por 
los autores de la Constitución, así como por los delegados de las antiguas 
colonias que concurrieron en Filadelfia a la ratificación de la Ley funda­
mental, toda vez que implica, inexorablemente, una necesaria conciliación 
entre el control nacional de la Federación y los derechos del self-gobern­
ment de las entidades locales, tanto más que, en este sentido, la revolución 
de Independencia fue vista como una lucha y, al mismo tiempo como una 
victoria, de las colonias por su autonomía local, en contra de las imposi­
ciones del Parlamento Inglés. Esta victoria obtenida por la guerra, fue 
codificada en los artículos del Acta de Confederación, y Unión Perpetua 
que consagró una forma de gobierno que imponía fundamentalmente nor­
mas en defensa de la libertad, independencia y autonomía de las antiguas 
colonias al gobierno central impotente para afectarlas. 

Esta situación creó un verdadero problema y una insoslayable obliga­
ci6n para los redactores de la Constitución federal, en el sentido de crear 
una forma de gobierno que armonizara y unificara, al mismo tiempo, el 
control del gobierno central, con la llamada soberanía de los Estados. 
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3. La solución, por la que se luchó en Filadelfia al fonnular la Cons­
titución en 1787 y se continuó luchando por más de treinta años, es la si­
guiente: El sistema de gobierno establecido por la Constitución es formal­
mente federal; es decir, los poderes de gobierno están divididos entre el 
Gobierno Federal y los gobiernos de los Estados; pero, desde el principio 
la detenninación precisa de la esfera de autoridad, que corresponde a 
cada una de dichas entidades, ha dividido a los tratadistas y, más aún, 
a los hombres de Estado. 

Es pertinente aclarar que la Constitución que fue aprobada en 1787 
y ratificada en 1791, nada decía claramente sobre este vital problema de 
la división de poderes y facultades entre la Federación y los Estados; por lo 
que cinco de ellos CMasachusetts, y New Hampshlre, North Virginia, South 
Virginia y Carolina), propusieron se aclarara la cuestión en el texto de la 
ley que se discutía --en la Constitución- sin que tal cosa se realizara por 
(~ntonces. Fue necesario que debido a la influencia de Madison, el Primer 
Congreso norteamericano aprobara lo que más tarde fue la Enmienda X 
en 1791, que dice: 

"Los poderes no delegados a los Estados Unidos por la Constitu­
ción, ni prohibidos por ésta a los Estados, están reservados para éstos, 
respectivamente, o para el pueblo". 

Esta Enmienda es, dice un eminente jurista norteamericano, la piedra 
angular del edificio de los derechos de los Estados. La vital controversia 
sobre sus propias actividades, enfrente del gobierno nacional, quedó defi­
nida definitivamente en la Enmienda X de la Constitución. 

4. En consecuencia, de acuerdo con lo anterior se puede concluir lo 
siguiente: 

a) En el plano jurídico. 13 \'oluntad precisa de los autores de la 
Constitución y de la Enmienda X, se finca la supremacía del Derecho 
federal y, al mismo tiempo, en el carácter esencialmente limitado de éste. 

b) La supremacía federal está declarada y reconocida en el artículo 
VI sección 2, de la Constitución que prescribe: 

"2. Esta Constitución y las leyes ele los Estados Vnidos que en 
virtud de ella se hicieren, y todos los tratados hechos o que se hagan 
bajo la autoridad de los Estados Unidos, serán la suprema ley de la 
tierra; y los jueces de cada Estado, estarán su jetos a ella, a pesar 
de lo que en contrario disponga la Constitución o leyes de cada 
Estado. 

e) Pero, en otro sentido, el Derecho Federal tiene un dominio esencial­
mente limitado, toda vez que la Enmienda X vigente desde 1791, declara 
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que los poderes no delegados a los Estados Unidos por la Constitución, ni 
prohibidos por esta a los Estados, están reservados para estos, respectiva­
mente, o para el pueblo. 

d) Así pues, la realidad indiscutible, aceptada por la jurisprudencia 
federal y por 105 comentaristas, es la siguiente: 

La competencia de los Estados es la regla; 
La competencia Federal está estrictamente limitada y es la excepción. 

Consultar: 

John E. BRIGGS. State rights. y John DICKNSON. Powers o{ the natio­
nal gobernment. en Selected essays on Constitutional Law. Chicago.­
The foundation Press.-Inc.-1938.-Book B. pp. 1 Y ss. Y Andre TUNO et. 
Suzanne TUNc.-Le sist,eme constituionnel des Etats Unis d'Amerique.­
Editions Domat, Paris, 1954. T. 1. p. 75. 

5. En esta situación, se plantea, necesariamente, la pregunta: ¿ Cuáles 
son los poderes delegados al gobierno federal? La respuesta se encuentra 
en el artículo 1 sección VIII de la Constitución Federal, que además de 
facultades de carácter político, como crear y cobrar impuestos, hacer em­
préstitos sobre el crédito de la nación, castigar a falsificadores de moneda, 
establecer oficinas de correos, declarar la guerra, levantar tropas y man­
tener la armada y otras de esta naturaleza, en materia jurídica tiene, 
aunque bien pobres, consigna la siguiente: establecer una regla uniforme 
de la naturalización y leyes uniformes con respecto a las quiebras y, la de 
particular importancia, reglamentar el comercio con las naciones extran­
jeras y entre los diversos Estados, y con las tribus indias, etcétera. 

Por otra parte, en el mismo artículo 1, en la sección X se establecen 
las prohibiciones que la ley fundamental impone a los Estados, como son 
celebrar tratados o alcanzas; dar patentes de corso, acuñar moneda, emitir 
billetes de crédito; aprobar algún proyecto de ley para condenar su forma 
de juicio, expedir leyes retroactivas o que anulen las obligaciones contraídas 
por contrato, etcétera. 

11. Antecedentes constitucionales e históricos del artículo 124 
constitucional, en A1 éxico 

l. Es bien conocido que con el fin de reformar la Constitución cen­
tralista de 1836, se designó una comisión integrada por siete personas para 
que llevara al caho el estudio de dicha reforma; esta comisión desde que 
comenzó sus trabajos se dividió tajantemente toda vez que cuatro de sus 
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miembros eran de tendencia centralista y el resto de la cornlSlOll propug­
naba un sistema federal. En esta situación cada uno de los grupos men­
cionados presentó su propio proyecto de Constitución. 

La mayoría, es decir los adictos al sistema centralista, en su proyecto 
consignaban el artículo 80 que decía: 

Todas las atribuciones y facultades que no se otorgan específica­
mente al Congreso Nacional, Poder Ejecutiyo y Suprema Corte de 
Justicia, quedan reservadas a los Dep;utamcntos. 

Por su parte la minoría de la cOIllisión compuesta por los señores Otero, 
Muñoz Ledo y Espinosa de los }.Jontcros, en su proyecto de carácter fede­
ralista, proponían el artículo 2-1 que decía: 

La administración interior de los Estados, será enteramente libre 
e independiente de los Poc!errs supremos, en toJo aquello que no 
estén obligados por esta Constitución para la conservación de la 
unión feder2-L 

2. El padre del JlllClO de amparo, don 1vlariano Otero, en su Voto 
Particular al Acta Constitutiva y de Re[onnas de 184:7, se refirió expresa­
mente a la distribución de facultades entre el GobicITlO Federal y los de 
los Estados y textualmente dijo: 

El Artículo 14 del proyecto de reformas, estableciendo la máxima 
de que los Poderes de la Unión son Poderes excejJcionales y limitados 
sólo a los objetos expresamente designados por la Constitución, da 
a la soberanía de los Estados toda la amplitud y seguridad que fuera 
de desearse . 

. . . de esta manera cada Estado en particular está sometido a la 
Unión y el conjunto de todos será el árbitro sup'remo de nuestras 
diferencias y el 'verdadero ¡JOder conservador de las instituciones. Si 
hay todavía otro medio más eficaz de robustecer el principio federa­
tivo, si se conoce otra mejor garantía de las libertades de los cuerpos 
confederados, yo no la propongo, porque no la conozco. 

Como consecuencia del Voto Particular de Otero se redactaron los 
artículos 20 y 21 del .\cta Constitutiva y de Reformas de 18 de mayo 
de 1847. 

"Artículo 20. Sobre los objetos sometidos al Poder de la Unión 
ningún Estado tiene otros derechos que los expresamente fijados en 
la Constitución, ni otro medio legítimo de intervenir en ellos, que 
el de los poderes generales que la misma establece". 
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"Artículo 21. Los poderes de la Unión derivan todos de la Cons­
titución, y se limitan sólo al ejercicio de las facultades expresamente 
designadas en ella misma, sin que se entiendan pennitidas otras por 
falta de expresa restricción". 

3. El Congreso Constituyente de 1856-1857 que recogió los princlplOs 
federalistas y los consignó definitivamente en nuestro sistema jurídico polí­
tico, conoció del proyecto de Constitución fOnTIulado por la comisión res­
pectiva que en su artículo 48 decía lo siguiente: 

"Las facultades o poderes que no están expresamente concedidos 
por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden reser­
vados a los Estados o al pueblo respectivamente". 

Como puede comprobarse por la simple lectura del artículo del pro­
yecto, la Comisión de Constitución copió casi textualmente el texto de la 
Enmienda X de la Constitución Federal Norteamericana. El Constituyente 
conoció del artículo 48 del proyecto en su sesión del 1 O de septiembre de 
1856 y sin ninguna modificación, la aprobó por ochenta votos en contra 
de uno. En la redacción definitiva de la Constitución que formuló el 
miembro único de la comisión de estilo, señor León Guzmán, el artículo 
aprobado se consignó en el artículo 117 del texto definitivo de la Consti­
tución de 1857 que dice: 

"Las facultades que no están expresamente concedidas por esta 
Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a 
los Estados". 

4. En el proyecto de Constitución presentado por don Venustiano 
Carranza al Congreso Constituyente de 1916-1917, se consignaba el artícu­
lo 123 que textualmente decía: 

"Las facultades que no están expresamente concedidas en esta 
Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a 
los Estados". 

El artículo 123 del proyecto fue discutido en la sesión del Constituyente 
efectuada el 21 de enero de 1917 y con la intervención de dos eminentes 
juristas, don Paulino Machorro Narváez y don Hilado Medina quedó 
establecido que lo que se pretendía era limitar estrictamente las facultades 
de la Federación y defender la autonomía y soberanía de los Estados. El 
artículo fue aprobado por 148 votos contra 6 y quedó redactado en la 
forma que está vigente: 
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"Las facultades que no están expresamente concedidas por esta 
Constitución a los funcionarios federales, se entienden resenTadas a 
los Estados". 

IIJ. El artículo 124 de la Constitución de 1917 
Su interpretación 

1. Al reseñar el sistema de distribución de competencias en la Cons­
titución Federal de los Estados Unidos de Norteamérica, mencioné que 
en dicho país, como decía Tocqueville, existían dos gobiernos completa­
mente separados y casi independientes. Uno de estos gobiernos es el que 
corresponde a los Estados, verdaderas pequeñas naciones soberanas que 
en conjunto integran la federación ("el gran cuerpo de la Unión"), la 
que a su vez es soberana. Es por ello que a este concepto jurídico-político 
se le ha llamado de la ca-soberanía, toda vez que tanto la federación 
como las entidades federativas son soberanas dentro de su competencia, 
es decir, poseen una parte de la soberanía. 

Pero lo importante es saber cuáles son las competencias de estas dos 
entidades, ya que en ellas se delimita la parte de soberanía que poseen. 
Tocqucvill2 enseñó que esta distribución de competencias se podía realizar 
en tres formas. 

La primera, enumerando tanto las competencias de la federación como 
las de las entidades federativas; pero el sistema Se estimó muy peligroso, 
porque al surgir al impulso de la realidad, una nueva necesidad, no enu­
merada, no existiría autoridad competente para resolverla. El segundo 
sistema podía consistir en indicar las competencias de los Estados, esta tu­
yéndose que cualquiera otra cuestión la resolvería la federación. Este siste­
ma también se juzgó que era peligroso, porque, sin duda alguna, lesionaba 
los derechos de autonomía de los Estados. Por último, la tercera forma, 
se caracteriza porque se señala a la federación cuáles son sus atribuciones 
y todas las demás competencias recaen en los Estados, ya que ellos son los 
"titulares originarios del Poder Público"; este sistema, como he puntuali­
zado en otra parte, fue el que siguió la Constitución norteamericana. 

Como he apuntado asimismo, este sistema obedeció a razones históricas 
bien conocidas: Al independizarse las Colonias Norteamericanas de Ingla­
terra, cada colonia era un Estado soberano, y, al constituirse el Estado 
Federal, las entidades particulares delegaron en la Federación un número 
determinado de competencias. El sistema contrario, por ejemplo, ocurrió 
en el Canadá, donde el país era una unidad y al concederle Inglaterra 
su autonomía, reorganizó la estructura del Dominio como un Estado Fcde~ 
ral, donde la federación posee la competencia originaria y las entidades 
federativas la competencia delegada. 
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2. En México, seguimos el sistema norteamericano, no únicamente 
como una imitación servil del mismo, sino porque nuestra situación era, 
si no igual, si muy similar a la de nuestros vecinos. Efectivamente, en 
Estados Unidos existían entidades ~utónomas que fue necesario unir para 
formar la federación. En México si bien durante la época que formamos 
parte del Imperio español constitucional una unidad, al obtener la inde­
pendencia, las diferentes regiones del vasto territorio de la Nueva España 
quedaron desunidas y fue necesario vincularlas para constituir el Estado 
Federal. 

Nuestro artículo 124 constitucional declara terminantemente: "Las fa­
cultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a 
los funcionarías federales se entienden reservados a los Estados". En con­
secuencia ese artículo representa la dinámica federal y regula definitiva­
mente el problema de la distribución de competencias, adoptando, sin dis­
cusión alguna el sistema norteamericano. 

En conclusión: LA COMPETENCIA DE ORIGEN CORRESPONDE 
A LAS ENTIDADES FEDERATIVAS y LA DELEGADA A LA FE­
DERACION. 

Por otra parte, de este principio fundamental se derivan las siguientes 
conclusiones: a) Corresponde única y exclusivamente a la Constitución 
Federal hacer el reparto de competencias; 

b) Las autoridades federales únicamente pueden realizar las atribu­
ciones que la Constitución le señala. 

c) Todas las demás facultades corresponden a los Estados luiembros 
que deben actuar de acuerdo con las constituciones locales. 

Estos son los principios esenciales que rigen ---o más bien deben rcgir­
el funcionamiento del Estado l\lexicano, corno un Estado Federal. Pero 
desgraciadamente tanto en el país modelo, Estados Unidos, como en 
México, por una tendencia política que no dudo en calificar de funesta, 
paulatinamente se ha amplido la esfera de competencia de la federación, 
del poder central; en México el procedimiento ha consistido en llevar al 
cabo continuas reformas constitucionales atribuyendo nuevas facultades 
a la federación; y en los Estados Unidos el procedimiento ha consistido 
en usar ~y abusar- de las llamadas facultades implícitas. Pero, una 
sana política jurídico -----constitucional- y una defensa efectiva de los 
principios, tan dolorosamente conquistados del federalismo, nos obliga a 
insistir sistemáticamente en la aplicación del principio que he enunciado 
en líneas anteriores: De acuerdo COn el artículo 124 Constitucional Federal, 
la competencia de origen corresponde a las entidades federativas y la dele­
gada la federación. 

3. Con el deseo de corroborar mis puntos de vista, quiero referirme 
a la opinión de un distinguido tratadista y ex J\1inistro de la Suprema 
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Corte de Justicia, don F('Jipe Tena Ramírez, quien, felizmente coincide 
con mis puntos de vista y, al estudiar nuestra forma de gobierno y con 
el10 el sistema federal, afirma sin reticencia alguna. 

"Nuestra Constitución se colocó en el supuesto de que la federa­
ción mexicana nació en un pacto entre Estados preexistentes, que 
delegaban ciertas facultades en el poder central y se reservaban las 
restantes; por eso adoptó el sistema norteamericano en el artículo 
124, que dice así: Las facultades que no C'stán expresamente conce­
didas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden 
reservadas a los Estados. 

Por tanto, en opinión de Tena Ramírez, en estricta concordancia con 
la tesis de interpretación que he formulado por mi parte, nuestra fonna 
de gobierno, el sistema federd que reconoce nuestra Constitución en vigor, 
está inspirado en el sistema norteamericano consagrado en la Enmienda 
X y el jurista mencionado lo resume en los siguientes términos: 

Facultades expresamente conferidas -o delegadas- a los Poderes Fe­
derales y facultades limitadas de los mismos Poderes, que son expresiones 
equivalentes. En efecto, continúa Tena Ramírez, los Poderes Federales no 
son sino representantes, con facultades de que enumeradamentc están 
dotados; cualquier ejercicio de facultades no conferidas, es un exceso en 
la comisión e implica un acto nulo; por tanto, el límite de las facultades 
está donde termina su expresa enumeración. 

Síguese de lo dicho que las facultades federales no pueden cxtcndcr~e 
por analogía, por igualdad, ni por mayoría de razón a otros casos distintos 
de los expresamente previstos. La ampliación de la facultad así ejercitada 
significaría en realidad o un contenido diverso de la facultad ya existente, 
o la creación de una nueva facultad; en ambos casos el intérprete sustitui­
ría indebidamente al legislador constituyente, que es el único que puede 
revestir de facultades a los poderes federales. (Felipe TENA RAMÍREZ. De­
recho constitucional mexicano.-Editorial Porrúa, S.A.-:r..1éxico 1955, pp. 
125 Y 126. 

IV. La reforma de la fracción X del artículo 73 
de la Constitución Federal 

He rotulado este capítulo de los antecedentes de mi dictámen la refor­
ma de la fracción X del artículo 73 de la Constitución Federal, pero, en 
rigor, debe completarse dicho enunciado agregando: ... y del preámbulo 
del artículo 123 de la misma Ley, puesto que en esos términos se llevó al 
cabo dicha modificación de nuestra Ley fundamental. 
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1. Efectivamente, el 26 de julio de 1929 el señor Presidente de la 
República, quien lo era en aquella época el señor licenciado don Emilio 
Portes Gil, presentó ante la H. Cámara de Senadores una iniciativa de 
ley, para reformar la fracción X del Artículo 73 constitucional, así como 
del preámbulo del artículo 123 del mismo C6digo Político. 

La finalidad de la reforma, de acuerdo con la iniciativa presidencial, 
era la siguiente: 

" .. . Al conceder el artículo 123 en su preámbulo facultad tanto al 
Congreso de la Unión, como a los Congresos de los Estados, para 
legislar en materia de trabajo, había traído una diversidad de dispo­
siciones legales, muchas veces disímbolas, que acarrean perjuicios, 
tanto al trabajador como al capitalista y con ellas conflictos cons­
tantes que preocupan hondamente al Estado e impiden la paz y el 
adelanto del país ... 

De esta premisa el Ejecutivo en su iniciativa concluía: 

... Es por consiguiente necesaria la federalización de la legisla­
ción obrera, máxime si se considera que no hay razón alguna para 
conceder derechos distintos en el orden social a los trabajadores y 
ciudadanos del país. . .. Aparejada a esta reforma que debe hacerse 
en el artículo 123 constitucional, viene la del artículo 73 de la misma 
Constitución, estableciendo la facultad, para el Congreso de la Unión, 
de legislar en materia de trabajo ... 

2. Así planteada la situación, la H. Cámara de Senadores en su seSlOn 
del 31 de julio de 1929, conoció de la iniciativa presidencial mencionada, 
así como el dictamen favorable de la misma formulando por las Comi­
siones respectivas y, al iniciarse el debate se leyó un memorial presentado 
por el senador por el Estado de Puebla José Ma. Sánchez, en el que vale 
la pena detenerse por la vibrante, viril y enérgica defensa que dicho re­
presentante popular hizo de la soberanía de los Estados en contra de las 
tendencias absorbentes del gobierno federal. En efecto, el senador Sánchez 
dijo, entre otros conceptos, lo siguiente: 

... Las Cámaras del Congreso de la Unión carecen de facultades 
legales para modiifcar el Pacto Federal y, por 10 tanto, 1)-0 pueden 
legislar en aquello que se relaciona con la soberanía de los Estados. 
Quitar a los Estados el derecho que tienen de legislar como Estado 
libre e independiente dentro de su soberanía interior, no es una re­
forma, sino la vulneración del Pacto Federal que implantó el sistema 
de gobierno institucional-federativo compuesto de Estados libres y 
soberanos en todo lo concerniente a sus regímenes interiores ... 
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... Los representantes de los Estados tienen la obligación de de· 
fender la Soberanía de los mismos, en lo que respecta a la facultad 
que cada Entidad tiene para dictar sus leyes de interés público ... 
así que tratándose de alterar nuestro Pacto Federal con una ley que 
centraliza y absorve de una plumada las facultades que conforme 
a él están reservadas a los Estados, como lo pretenden las reformas 
que propone el Ejecutivo, se vulnera la estructura actual de nuestra 
Constitución en sus bases esenciales, de carácter enteramente funda­
mental, siendo que para ésto es indispensable la creación de otro 
Congreso Constituyente, y supuesto que los actuales representantes al 
Congreso de la Cnión no han sido designados para hacer una nueva 
Constitución, es inconcuso que carecen de facultades para reformar 
una de aquellas bases fundamentales. 

El senador Sánchcz concluía su memorial con las siguientes condena­
torias palabras: 

... Sé que no se tomarán en consideración mis pequeños razo­
namientos porque seguramente prevalecerá costumbre de aprobar 
todo lo que nos venga del Ejecutivo pero es mi deseo que quede 
constancia en el Diario de los Debates que yo, como representante 
de una de las Entidades Federativas, he venido a defender la sobe­
ranía de los Estados, derecho que tienen confonne a nuestra Cons­
titución, para subsistir como entidades libres e independientes ... 

3. Comprobando el augurio del senador Sánchez, el Senado aprobó 
la reforma y la Cámara de Diputados, sin discusión espec.ial, hizo lo mis­
mo, de tal manera que, hecho con posterioridad, el 20 de agosto de 
1929, el cómputo de los votos de las legislaturas, se hizo la declaratoria 
de haber sido aprobadas las reformas propuestas y con fecha 6 de sep­
tiembre del mismo año de 1929 se publicó en el "Diario Oficial de la 
Federación" la refonna en los siguientes términos: 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad ... 
"Frac. X. Para legislar en toda la República sobre minería, co­

mercio e instituciones de crédito; para establecer el banco de Emi­
sión Único en los términos del artículo 28 de esta Constitución, y 
para expedir las leyes del trabajo y reglamentaria del artículo 123 
de la propia ley. 

"Artículo 123. El Congreso de la Unión, sin contravenir a las 
bases siguientes, deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regi­
rán el de los obreros, jornaleros, empleados, domésticos y artesanos, 
de una manera general sobre un contrato de trabajo. 
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4. De esta manera, con la única oposición del mencionado senador 
José Ma. Sánchez, que debe pasar a la historia como un defensor, aún 
cuanto fracasado, de la soberanía de los Estados, se consumó, con razón o 
sin ella, una muy importante invasión de las facultades de las entidades 
federativas en beneficio de la Federación, rompiéndose el principio esen­
cial" del federalismo; aún cuando, es digno de recordarse, que el Presi­
dente Portes Gil quien, al fin y al cabo al mismo tiempo que político es 
un distinguido jurista, en su iniciativa, por lo menos en dos ocasiones 
dice que: 

" . El Ejecutivo no cree, sin embargo, que sea necesaria una 
federalización absoluta en materia de trabajo, pues en su concepto 
la unidad de la Leyes lo principal y debe dejarse su aplicación a 
los Gobiernos de los Estados, con un respeto a su soberanía ... " 

Con esta fundamental aclaración quedó claro que no se pretendía 
extinguir totalmente las facultades de los Estados para legislar en mate­
ria de trabajo, toda vez que la intención ,expresa era, esencialmente, man­
tener la unidad de la Ley, hasta el punto que el legislador federal -el 
Congreso de la Unión- lo estimara adecuado. 

V. Reforma del artículo 123 constitucional 
creando el apartado C(B~~ del mismo 

1. El 7 de diciembre de 1959 la H. Cámara de Senadores conoció 
de una iniciativa de adiciones al artículo 123 Constitucional presentada 
por el C. Presidente de la República. licenciado Adolfo López Mateos. 

La finalidad de la reforma, que la explicación injustificada era, de 
acuerdo con la iniciativa presidencial la siguiente: 

" ... Con la preocupación de mantener y consolidar los ideales 
revolucionarios, cuyo legado hemos recibido con plena conciencia y 
responsabilidad por todo lo que representa para el progreso de Mé­
xico, dentro de la justicia social, en el Informe que rendí ante el 
H. Congreso de la Unión el día 10. de Septiembre último, me per­
mití anunciar que oportunamente propondría a su elevada conside­
ración, el Proyecto de Reformas a la Constitución General de la 
República tendiente a incorporar en ella los principios de protección 
para el trabajo de los servidores del Estado. Los trabajadores al 
servicio del Estado, por diversas y conocidas circunstancias, no habían 
disfrutado de todas las garantías sociales que el artículo 123 de la 
Constitución General de la República consigna para los demás tra­
bajadores ... " 
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" ... De lo anterior se desprende la necesidad de comprender la 
labor de los servidores dentro de las garantías al trabajo que con­
signa el antes citado artículo 123, con las diferencias que natural­
mente Se derivan de la diversidad de situaciones jurídicas . .. " 

2. En la misma sesión del 7 de diciembre de 1959 se llevó al cabo en 
la Cámara de Senadores el debate de la iniciativa e hicieron muy impor­
tantes consideraciones los senadores De la Torre Grajales, Terán Mata y 
Brena Torres, a las cuales me referiré más adelante por su interés especial. 

El 10 de diciembre de 1959 se aprobó la reforma por la H. Cámara 
de Senadores. 

3. En la sesión ordinaria de la H. Cámara de Diputados, efectuada 
el 22 de diciembre de 1959, se conoció del proyecto de adiciones al ar­
tículo 123, aprobado por la Cámara co-legisladora y en segunda lectura 
se aprobó dicho proyecto el 23 de diciembre de 1959. Por último, en la 
sesión del día 8 de septiembre de 1960 la Cámara de Senadores hizo el 
cómputo de los votos de las legislaturas de los Estados y la declaratoria 
de haber sido aprobada la reforma constitucional propuesta, la que se 
publicó en el "Diario de la Federación" de 5 de diciembre de 1960. 

4. Estimo de particular importancia destacar algunas conclusiones que 
se infieren del texto de la iniciativa presidencial, de los dictámenes de las 
Comisiones resp,ectivas de las Cámaras Legisladoras y de los debates en 
el seno de las mismas: 

A) Primera conclusión. La intención exclusiva de la iniciativa pre­
sidencial y, por tanto, de la reforma fue supC'rar y perfeccionar el Estatuto 
Jurídico de los Trabajadores al Servicio del Estado en lo que se refiere 
a sus relaciones con los Poderes de la Unión. 

En primer lugar, es evidente que se trataba, fundamentalmente, de 
elevar a la categoría de norma constitucional, los beneficios y derechos 
otorgados a los servidores del Estado, en lo que se refiere a quienes esta­
ban comprendidos en el Estatuto de los Trabajadores al Servicio de los 
Poderes de la Unión de 5 de diciembre de 1938. Unas breves referencias 
10 comprueban definitivamente: 

a) El C. Presidente de la República en su iniciativa, es a estos tra­
bajadores a los que se refiere sin duda alguna y además de las referencias 
expresas que hace a la relación jurídica que une a los trabajadores en 
general con los servidores públicos y la necesidad de incorporar a éstos 
en una norma constitucional, de una manera textual, al concluir su ini­
ciativa di jo: 
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"La iniciativa también prevé que, a reserva que ese H. Congreso 
legisle sobre el particular, se continúen observando, como normas 
reglamentarias vigentes, las disposiciones del actual Estatuto de los 
Trabajadores al Servicio de 105 Poderes de la Unión, en lo que no 
se opongan a la Adición que Se ha proyectado ... " 

b) En la primera fase del debate en la H. Cámara de Senadores, el 
representante popular señor De la Torre Grajales dijo, también textual­
mente: 

" ... Acabamos de escuchar en primera lectura, el Proyecto de 
Ley que el señor Presidente de los Estados Unidos Mexicanos ha 
enviado a esta honorable Cámara, proponiendo que el artículo 123 
de nuestra Carta Magna se adicione con un nuevo inciso, incorpo­
rando las prescripciones generales de la legislación específica de los 
servidores públicos ... " 

" ... El 5 de diciembre de 1938 la Revolución abrió las puertas, 
inició ]a justicia para los servidores públicos. Con el equitativo trazo 
de una ecuación jurídica, la condición legal del asalariado del Es­
tado, frente a los Poderes de la Nación quedó establecida, incorpo­
rándolos formalmente a la noble causa de la emancipación del pueblo 
de México. La aparición del Estatuto Jurídico de los Trabajadores al 
Servicio de los Poderes de la Unión, desató el alud más desenfrenado 
de agresiones contra sus beneficiarios y contra el movimiento social 
que le había dado origen ... " 

"Dos décadas después del primer paso, un fiel intérprete de un 
eficaz ejecutor de la Revolución, el señor Presidente López Mateas, 
da cima con esta iniciativa a la esperanza surgida en 1938, propo­
niendo la calidad constitucional a la legislación protectora de los 
empleados públicos ... " 

e) En el mismo debate el senador señor Brena Torres afinnó lo si­
guiente: 

"Señores Senadores: Abordo .esta tribuna para hacer un comenta­
rio a la importante iniciativa que el Encargado del Poder Ejecutivo 
de la Unión ha sometido a la consideración de esta honorable Cá­
mara. A reserva de que en debates posteriores se profundice más 
sobre el problema que habremos que decidir, a mi vez reitero lo 
manifestado ya por los oradores que me precedieron, en el sentido 
de que la iniciativa presidencial viene a satisfacer un antiguo anhe­
lo de los servidores públicos. Ciertam.ente, ya existe el Estatuto fu-
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ridico para los Trabajadores al Servicio del Estado, pero tal derecho 
no estaba incorporado a la Constitución del país. ¿Cuál es el signi­
ficado y la trascendencia de esta incorporación? .. " 

d) En el dictamen sobre la iniciativa presidencial formulado por las 
Comisiones de Puntos Constitucionales y del Trabajo de la H. Cámara 
de Senadores presentado ellO de diciembre de 1959 se dijo literalmente: 

" ... A las Comisiones Unidas que suscriben, Primero de Puntos 
Constitucionales y Primera del Trabajo fue turnada para Su dicta­
men la iniciativa enviada por el C. Presidente de la República, con 
fecha 8 de los corrientes, que contiene el Proyecto de Ley que adicio­
na el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 1, La iniciativa presidencial que se estudia, como se 
desprende de su propio enunciado, tiende a incorporar dentro d.el 
texto constitucional el conjunto de garantías sociales y derechos de 
los trabajadores, que han sido ya establecidDs por el EstatutO' Jurí­
dico de los Trab·ajadores al Servicio del EstadO' ... " 

" ... A fin de incorporar en el artículo 123 y que integra el 
Título Sexto, Capítulo III de la Constitución bajo el rubro del Tra­
bajo y la Previsión Social, las Garantías sociales y los derechos de 
los Trabajadores al Servicio del Estado, se introduce la distribución 
formal consistente en que el texto actual del artículo 123 se esta­
blecerá en el Apartado B. El primer Apartado, como se dijo antes, 
conserva el contenido del texto vigente con la misma redacción ... " 

" ... En el Apartado B se comprenden las normas que rigen las 
relaciones de trabajo entre los Poderes de la Unión, los Gobiernos 
del Distrito y Territorios Federales y sus trabajadores y empleados, 
teniendo en cuenta la naturaleza especial de esas relaciones y las ca­
racterísticas del trabajo encomendadas a los servidores del Poder 
Público ... " 

En resumen, es incuestionable -y las referencias que se han hecho 
comprueban de una manera meridiana- que la intención y finalidad de 
la iniciativa presidencial y, por tanto, de la reforma conducente, al adi­
cionar el apartado B al artículo 123, fue: 

" .Legislar, exclusivamente, respecto d.e las relaciO'nes laborales 
entre los poderes de la Unión -las autDridades federales- lO'S GD­
biernos del DistritO' y d.e los TerritDrios Federales y [os trabajadDres 
y empleadO's de los mismos, perfecciO'nandO' y elevando .el rangO' cO'nS­
titucional el EstatutO' JurídicO' de los Trabajadores al Servicio de los 
Poderes de la Unión de 5 de diciembre de 1938. 
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Esta conclusión, incuestionable a todas luces, se infiere directamente 
de los antecedentes, dictámenes, debates y texto mismo de la reforma, es 
licito al intérprete, una vez conocida la voluntad expresa del legislador, 
al formular la refonna, concluir que, de una manera indirecta, quedó 
demostrada, asimismo, la voluntad del Congreso de la Unión al reformar 
el artículo 123 y adicionarle el inciso B en el sentido: de no ejercer la 
facultad que le confiere la fracción X del articulo 73 de la Constitución, 
sino en lo que se refiere a los empleados y trabajadores al servicio de los 
Poderes de la Unión;> de los Gobiernos del Distrito y de los Territorios 
Federales, absteniéndose de intervenir --y por tanto legislar- en lo que 
se refiere a los empleados y trabajadores al servicio de los gobiernos de las 
Entidades federativas. 

B) S.egunda conclusión. La refonna, sin duda alguna, diferenció de 
una manera tajante y definitiva, desde el punto de vista jurídico y aún 
del social y político, a los trabajadores en general y los trabajadores y 
empleados al servicio del Estado. Esta conclusión se impone en vista de 
los antecedentes de la reforma y, también, del texto de la iniciativa pre­
sidencial, de los dictámenes de los debates y del texto mismo adicionado. 
Efectivamente: 

a) El señor Presidente López Mateos en su iniciativa de refonnas 
respectiva, afirmó textualmente lo siguiente: 

" ... Los trabajadores al servicio del Estado, por diversas y cono-­
cidas circunstancias, no habían disfrutado de todas las garantías so­
ciales que .el artículo 123 de la Constitución General de la República 
consigna para los demás trabajadores ... " 

Es cierto que la relación jurídica que une a los trabajadofes en 
general con sus respectivos patrones, es de distinta naturaleza de la 
que liga a los servidores públicos con el Estado puesto que aquellos 
laboran para empresas con fines de lucro o de satisfacción personal, 
mientras que éstos trabajan para Instituciones de interés general, cons­
tituyéndose en íntimos colaboradores en el ejercicio de la función 
pública. Pero también es cierto que el trabajo no es una simple 
mercancía, sino que forma parte esencial de la dignidad del hom­
bre; de alli que deba ser siempre legalmente tutelado. De lo an­
terior se desprende la necesidad de comprender la labor de los servi­
dor.es públicos dentro de las garantías al trabajo que consigna el 
antes citado Artículo 123 con las diferencias que naturalmente se 
derivan de la diversidad de situaciones jurídicas. 

b) En el debate efectuado en el seno de la Cámara de Senadores 
el licenciado y senador Brena Torres dijo al respecto: 

DR © 1977, Facultad de Derecho de la UNAM



TRABAJADORES DE LOS ESTADOS Y MUNICIPIOS 777 

rf .• Podríamos preguntarnos por .qué ra::ón~ en el artículo 123, 
según la iniciativa presidencial, hay dos incisos y nO solamente uno 
que abarque en forma global las garantías de todo trabajador. La 
contestación es evidente: Hay tales diferencias básicas entre quienes 
prestan servicios a la iniciativa privada y quien labora para el Poder 
Público, que no es posible considerarlos dentro de un solo concepto; 
las di/erencas resultan de los mismos hechos. 

El señor senador Tcrán Mata marcaba algunas diferencias; voy 
abundar en ellas: el Estado es distinto del particular y de la em pre­
sa privada; el particular emjJlea a otra persona para fines de sa­
tisfacción personal y la empresa con fines de lucro, utilizando su 
trabajo dentro del proceso de producción. El Estado es distinto~' el 
Estado representa los más altos intereses de la colectividad. Imaginé­
monoS un pueblo organizado y dotado de soberanía asentado en un 
territorio determinado. Eso es el Estado. ¿ Cuáles son los intereses 
del Estado? La defensa de la vida colectiva, mantener el territorio 
frente a los peligros del exterior, conservar el orden político-jurídico 
en el interior y satisfacer las necesidades sociales. Así pues, los inte­
reses de la colectividad y los del Estado se identifican. Lamentable 
será que una empresa particular desaparezca, sea motivo de quiebra 
o de liquidación; pero el Estado no puede desaparecer sin afectar a 
toda la colectividad, que caería en el caos y la anarquía ... " 

e) En el dictamen de las Comisiones de Puntos Constitucionales y del 
Trabajo, del Senado de 10 de diciembre de 1959, se dice al fundar la 
aprobación de la iniciativa presidencial: 

" ... A fin de incorporar en el Artículo 123 y que integra el Tí­
tulo Sexto, Capítulo III de la Constitución bajo el rubro Del Tra­
bajo y la Previsión Social, las garantías sociales y los derechos de 
los Trabajadores al Servicio del Estado, se introduce la distribución 
formal consistente en que el texto actual del Artículo 123 se esta­
blecerá en el Apartado B. El primer Apartado, como Se dijo antes 
conserva el contenido del texto vigente con la misma redacción. En 
el Apartado B se comprenden las normas que rigen las relaciones de 
trabajo entre los Poderes de la Unión, los Gobiernos del Distrito 
y Territorios Federales y sus trabajadores y empleados, teniendo en 
cuenta la naturaleza especial de esas relaciones y las características 
del trabajo en comendado a los servidores del Poder Público ... " 

d) En el dictamen aprobatorio formulado por las Comisiones respec­
tivas de la H. Cámara de Diputados el 21 de diciembre de 1959, se dijo: 
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" ... Los servidores públicos, como 10 indica el señor Presidente 
de la República, aunque tiene de común una relación de trabajo y 
condiciones de asalariados con los demás obreros de la industria 
privada, en el ejercicio de su actividad se diferencian de aquéllos, 
porque su actuación jurídica frente al Estado es distinta; es por 
ello que no fueron tomados en cuenta, sino de manera secundaria 
por el legislador mexicano de 1917 ... " 

En conclusión estimo que sin discusión alguna se puede afinnar que al 
crear el Apartado B del Artículo 123 Constitucional: 

El legislador -el Congreso de la Unión, con aprobación de las Legis­
laturas de los Estados- distinguió con toda claridad que existía una 
diferencia es,encial y substancial entre el trabajador en general -com­
prendido en el Apartado A- y el trabajador al servicio del Estado, tanto 
desde el punto de vista jurídico como del social y aún político. 

VI. La facultad legislativa de los Estados. La Constitución 
y la ley 12 del Estado de Gu,errero 

1. Tanto en el Derecho público norteamericano, como en el mexica­
no, es un principio esencial del sistema federal, que adoptaron ambos 
países en su organización jurídico-constitucional, el que se postula de la 
siguiente manera: Los Estados autónomos que estuvieron de acuerdo en 
asociarse para constituir el Estado federal, 10 hicieron sobre la base de que 
el Pacto Federal les garantizaba su propia supervivencia jurídico-política. 
Es decir, como he apuntado, las entidades federativas conservaron su pro­
pia autonomía -o bien su soberanÍa- y a la Federación corresponden, 
únicamente, las facultades que de una manera expresa les delega o confiere 
la Constitución, quedando las demás reservadas a los Estados. 

Así pues, si como es generalmente aceptado, el federalismo es una 
figura jurídica de descentralización, esta opera respecto de los Estados 
federados respetando su autonomía constitucional. En efecto, y para ma­
yor claridad, vale la pena recordar el caso de otra fonna de descentra­
lización, los municipios, que son en su esencia jurídico-política poseedores 
de una cierta autonomía administrativa, pero dentro del marco y bajo la 
tutela del Estado; en efecto, aunque el municipio se gobierna por el mis­
mo, es, precisamente, una ley, que no emana de dicho municipio, si no 
que la expide la legislatura del Estado al que pertenece, la que norma 
su régimen legal; en otras palabras, el municipio carece de autodetermi­
nación legislativa. 

Por el contrario, las entidades federativas disfrutan de autonomía cons­
titucional y están dotadas de autodeterminación legislativa. El distinguido 
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maestro F. J. Gaxiola, con un criterio muy certero de síntesis, dice al 
respecto: "Efectivamente, el signo específico del Estado Federal consiste 
en la facultad que tienen las entidades integrantes de darse y revisar su 
propia Constitución. Considerada esta característica como un fenómeno 
de descentralización, vemos que se diferencia de las demás descentrali7..a­
ciones por elementos cualitativos y no cuantitativos, porque la calidad 
de las funciones de que disfrutan las entidades federativas y no su número 
o cantidad, es lo que determina la existencia de una federación" (F. 
Jorge Gaxiola. Algunos problemas del Estado Federal~ México 1954. Pá­
gina 57). 

En consecuencia, mientras la autonomía constitucíonal no exista, no 
aparece el Estado Federal, cualquiera que sea el número de facultades 
que se descentralicen y, en cambio, es suficiente que se descentralice una 
sola competencia: la de darse cada entidad su propia Constitución, para 
que surjan la característica de una federación. 

Este elemento esencial de un Estado Federal -la capacidad de darse 
su propia Constitución- está prevista en el artículo 41 de nuestra ley 
fundamental que previene: "el pueblo ejerce su soberanía por medio de 
los Poderes de la Unión en los casos de la competencia de éstos y por los 
de los Estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos 
respectivamente esto.blecidos por la presente Constitución Federal y las 
particulares de los Estados, las que en ningún caso podrán contravenir 
las estipulaciones de Pacto Federal". 

En conclusión, la autonomía constitucional se desenvuelve y expresa 
en las constituciones locales de cada una de las entidades federativas, así 
como en las leyes que expiden las legislaturas de cada una de ellas, para 
su gobierno interior. 

2. En esta situación, el Estado Libre y Soberano de Guerrero, por 
medio del decreto No. 86, de 11 de diciembre de 1950 reformó la Cons­
titución política del Estado, en los términos que Se encuentran vigentes. En 
el artículo 15 de dicho Código se declara que el Estado de Guerrero es 
parte integrante de la federación me:~icana y está sujeto a la Constitución 
Política de los Estados Unidos 1.fexicanos y a las leyes que de ella emanen 
pero en su régimen interior es libre, independiente y soberano. 

En el artículo 30 se establece que el Poder Legislativo reside en una 
Cámara de Diputados que se denomina Congreso del Estado y, en el 
artículo 50 se definen las facultades de dicho Congreso, entre las que 
merece la pena destacar las siguientes: Expedir leyes y decretos para el 
buen gobierno interior del Estado, interpretarlos, reformarlos y derogados. 
(Artículo 50, fracción 1). Crear y suprimir empleos del Estado, según 
lo exijan las necesidades del servicio público y señalar, aumentar o dis­
minuir sus respectivas dotaciones, teniendo en cuenta las circunstancias 

DR © 1977, Facultad de Derecho de la UNAM



780 ALFONSO NORIEGA CANTO 

del erario. (Artículo 50, fracción V). Nombrar y remover a los emplea­
dos de sus Secretarías y de la Contaduría de Galsa, de acuerdo con las 
leyes relativas. (Artículo 50, fracción XXIX). Ejercer todas las faculta­
des propias de un Cuerpo Legislativo, en todo aquello que no pugne con 
esta Constitución o la General de la República. (Artículo 50, fracción 
XXX.) 

Por otra parte, en el Título Noveno de la Constitución rotulado Pre­
venciones Gen.erales, se contienen una serie de normas específicas relativas 
al trabajo de los empleados públicos, o bien trabajadores al servicio del 
Estado. En efecto, el artículo 106 previene que ningún empleado público 
podrá ser destituído sino por causa justificada y que los funcionarios y 
'empleados que no tengan señalado el tiempo de su duración, permane­
cerán en sus puestos por todo aquel a que se hagan acreedores por sus 
servicios y buena conducta. Asimismo el artículo 107 establece que los 
cargos y empleos del Estado no son propiedad ni forman el patrimonio 
de ninguna persona y fija la Jornada diaria máxima diurna y nocturna en 
<Icho y siete horas respectivamente; establece también el día de descanso 
obligatorio, las vacaciones anuales y reconoce que los salarios fijados en 
los presupuestos respectivos no pueden ser disminuidos durante la vigencia 
de éstos, no pudiendo ser inferiores al mínimo fijado para los trabaja­
dores en general en el lugar en el que resida el empleado. Por otra parte, 
se establece que únicamente podrán ser suspendidos o cesados los empleados 
públicos por causa justificada, teniendo el derecho en caso contrario, de 
ser reinstalados ° indemnizados. Se establece el escalafón y el derecho 
de asociación en defensa de sus intereses y, por último se fijan las bases de 
la seguridad social. 

3. Por otra parte, el 10 de junio de 1945 el Congreso del Estado 
Libre y Soberano de Guerrero expidió la Ley No. 12, o bien el Estatuto 
de los Trabajadores al Servicio del Estado y de los Municipios de Guerrero. 

En conclusión en el Estado de Guerrero y en su Constitución local 
existen bases legales para la reglamentación de las relaciones de trabajo 
entre el propio Estado y sus empleados o trabajadores y, aún más, estas 
relaciones laborales están reglamentadas con toda extensión y pormenor 
en la ley 12 expedida por el Congreso local. 

VII. Consideraciones generales y opini6n del doctor Alfonso Noriega 
sobre la cuestión planteada 

Formuladas las consideraciones contenidas en los seis capítulos ante­
riores, que he consignado a manera de antecedentes de mi opinión per­
sonal respecto de la cuestión planteada, intentaré relacionar dichos an­
tecedentes con mi criterio al respecto. 
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1. Existe una situación, de hecho y jurídica, respecto de la cual debe 
partir la solución del caso: 

El Congreso de la Unión, en uso de las facultades que le concede la 
fracción X del artículo 73 de la Constitución Federal, legisló respecto de 
las relaciones de trabajo que existen entre los Poderes de la Unión, los 
Gobiernos del Distrito y Territorios Federales y los trabajadores y emplea­
dos a su servicio y al efecto elevó a la categoría de norma constitucional 
el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio del Estado, adicio­
nando, para ese efecto el artículo 123, con un inciso o Apartado que se 
identifica con la letra B, reservando el texto original del artículo, que 
quedó identificado en el inciso o apartado A, para normar constitucio­
nalmente las relaciones obrero patronales en el caso de los trabajadores 
en general. 

2. En c0nsecuencia, el Congreso de la Unión se abstuvo -lo más 
probable en forma deliberada- de legislar respecto de las relaciones la­
borales existentes entre los Gobiernos de las Entidades Federativas y los 
trabajadores y empleados a su servicio. 

De esta manera surge la cuestión central del problema planteado. Las 
relaciones de trabajo entre los Gobiernos de los Estados y los empleados 
y trabajadores a su servicio, respecto de las cuales no ha legislado el 
Congreso de la Unión. ¿ Por qué normas se rige? 

De inmediato surge una incitación lógica para contestar esta pregun­
ta: No estando comprendidas dichas relaciones en el apartado B del 
artículo 123, deben regirse por lo previsto en el apartado A del artículo 
123, que reglamenta a las relaciones laborales de los trabajadores en ge­
neral. Esta solución fácil y simplista, si se contesta en sentido negativo 
plantea de inmediato una cuestión fundamental: ¿ Si no se rigen las rela­
ciones laborales entre los gobiernos de las entidades federativas y sus 
trabajadores y empleados por el apartado A, por qué nonna deben regirse? 

3. Así planteada la cuestión trataré de examinar si la norma aplica­
ble al caso es el apartado A del artículo 123 Constitucional. 

Pero, al llegar a este punto del planteamiento del problema, la cuestión 
adquiere el aspecto, claro y preciso de un caso de interpretación legal, o 
si se quiere para ser más precisos, de interpretación constitucional. Ahora 
bien, la interpretación, sin duda, es una operación técnica que tiene como 
finalidad establecer el significado real de una norma o bien de una si­
tuación jurídica; en esa virtud, la interpretación en cuanto operación 
jurídica está limitada, estrictamente, por las reglas legales que existan al 
efecto; es decir por el Derecho positivo. 

Los tratadistas han implicado en el concepto general interpretación 
propiamente dicha la determinación y la integración. La determinación 
completa una disposición, como ocurre con el reglamento que da conte-
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nido a una ley; la integración busca la norma adecuada para aplicar a 
un caso no enfocado en la ley, por ser nuevo, por ejemplo. 

En materia constitucional, la hermenéutica ofrece unas reglas útiles 
para la interpretación que son aceptadas por todos los tratadistas. La 
primera regla para la interpretación constitucional nos enseña que debe 
tenerse en cuenta la finalidad de la nonna constitucional que se trata de 
interpretar; la finalidad no puede nunca quedar al margen de la norma, 
sino que está inmersa en su contenido y expresa su razón de ser; por 
ello la finalidad de las normas constitucionales es 10 que mejor orienta 
al intérprete. Asimismo las normas constitucionales no pueden interpre­
tarse por partes, sino como un texto único, annónico, y congruente entre 
sus distintas disposiciones, o sea en cuadro general de la Constitución. 

Por otra parte, al interpretar una norma constitucional no se puede, ni 
se puede aplicar estrictamente las reglas de interpretación del Derecho 
común, sino tener en cuenta el contenido social y político de las disposicio­
nes constitucionales: "Para entender el contenido literal de una nonna 
de Derecho comercial por ejemplo, se deberá hacer referencia al len­
guaje, a las costumbres y a las prácticas establecidas en el ambiente co­
mercial e industrial, en tanto que habrá de acudirse a otros factores, dedu­
cibles de la historia, del Derecho comparado, de la política, de los 
programas de partido, etcétera, cuando se trata de interpretar una norma 
constitucional. (Carmelo CARBONE. L'interpretatione delle n01'me consti­
tucionali. Padova. 1951, pág. 17.) 

4. Formuladas las anteriores breves consideraciones sobre las bases 
jurídicas de interpretación de una norma constitucional, reanudando el 
examen de la cuestión planteada, sobre dichas bases de hermenéutica: Las 
relaciones laborales entre las entidades federativas y los municipios, se 
rigen por lo dispuesto en el apartado A del artículo 123 constitucional, 
toda vez que el apartado B se refiere exclusivamente a los trabajadores 
federales? 

Mi respuesta ante esta pretendida interpretación de nuestra Ley Fun­
damental es negativa de una manera tenninante, y fundo mi opinión en 
las siguientes compendiadas consideraciones: 

a) En primer lugar, el apartado A rige "entre los obreros, jornaleros, 
empleados, domésticos, artesanos y, de una manera general, todo contrato 
de trabajo": y el apartado B, rige las relaciones de trabajo "entre los 
poderes de la Unión, los Gobiernos del Distrito y de los Tenitorios Fede­
rales y sus trabajadores". 

Así pues, el artículo 123 hace una distinción precisa y sin distingos, 
entre los trabajadores en general -comprendidos en el apartado A- y los 
trabajadores al servicio del Estado -comprendidos en el apartado B-; 
distinción tan de esencia que fue necesario crear un sistema normativo 

DR © 1977, Facultad de Derecho de la UNAM



TRABAJADORES DE LOS ESTADOS Y MUNICIPIOS 783 

expreso y específico respecto del trabajo de estos últimos, teniendo en 
cuenta el legislador que cualitativamente se trataba de dos formas jurídi­
cas, de dos relaciones de trabajo diferente. 

Por tanto, nuestro Derecho constitucional positivo -la Constitución 
Federal- distingue con absoluta claridad y reglamenta en forma separada 
y específica dos tipos o clases de relaciones de trabajo: En primer lugar, la 
relación laboral existente entre los obreros en general con sus patronos, 
por virtud del contrato de trabajo y, en segundo, la relación de servicio 
público existente entre el Estado -el poder públic()----- y sus traba jadares 
y empIcados. En consecuencia no es lícito al intérprete de nuestra Ley 
fundamental pretender que la relación de trabajo entre las autoridades 
estatales y sus trabajadores que fue identificada por la Constitución como 
esencialmente diferente de la relación laboral de los trabajadores en ge­
neral, quede comprendida o reglamentada por un conjunto normativo que 
tiene un fin propio y específico, es decir por el apartado A del artículo 123. 

Debo aclarar que, desde el punto de vista teórico, doctrinal o acadé­
mico, es posible una polémica sobre esta cuestión; pero, al intérprete de 
nuestra Constitución Política, como una regla fundamental de hermenéu­
tica, no le es lícito enmendar, o bien torturar los textos legales que ne­
cesariamente lo limitan y en contra de los cuales no puede argumentar. 
Enfrente de un texto expreso de Derecho positivo constitucional, el intér­
prete tiene la facultad de la crítica, puede señalar errores, confusiones o 
contradicciones, puede llevar al cabo el enjuiciamiento de la voluntad 
del legislador y aún proponer refonnas, rectificaciones o cambios de leyes, 
pero nunca es posible al intérprete desconocer o despreciar la insoslayable 
realidad de un texto legal. 

b) Por otra parte, no es únicamente el texto expreso del artículo 123 
el que nos obliga a concluir que el apartado A rige únicamente respecto 
de los trabaJadores en general y, por ningún motivo, es aplicable al tra­
bajo de los empleados públicos, asimismo otros aspectos de la legislación 
y aún de la jurisprudencia, nos confirman esta idea. 

Es indudable que la finalidad esencial ele la reforma que se llevó al 
cabo en 1929 para conceder al Congreso de la "Unión facultad para legis­
lar en materia laboral reglamentaria del artículo 123, fue la de estable­
cer la base constitucional indispensable para expedir la Ley Federal del 
Trabajo y con ello unificar la legislación obrera en la República. Pues 
bien, en esta Ley Federal expedida en 1931 y reformada en ]970, de 
una manera precisa en su artículo segundo se dijo que las relaciones entre 
el Estado y sus servidores se regirán por las J"eyes del servicio ávil que 
se expidieran; por cierto que no se aclaró qué clase de órgano legislativo 
dehería expedir esas leyes de servicio civil", pero esta expresión, en su 
sencillez, pone de manifiesto que en la misma Ley Federal de Trabajo 
reglamentaria del artículo 123 se quiso quitar el cad.etcr de "relación de 
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trabajo" a la que existe entre un Estado y sus empleados o trabajadores 
y dejarlos, por ello, fuera de las nonuas de dicha Ley Federal. 

De acuerdo con .esta disposición -es interesante hacerlo notar- varios 
Estados de la República, entre ellos el de Guerrero, por conducto de 
sus legislaturas, expidieron sus leyes de servicio civil para regir las rela­
ciones laborales de la entidad federativa y sus municipios con los trabaja­
dores y empleados a su servicio. 

Pero, aún más, la jurisprudencia de la H. Suprema Corte de Justicia 
en múltiples ejecutorias declaró que la Ley Federal del Trabajo no era 
aplicable tratándose de conflictos entre una entidad federativa o un ayun­
tamiento con sus trabajadores o empleados toda vez que la relación la­
boral era substancialmente diferente ya que el concepto Estado estaba 
considerado en el sentido de poder público, de autoridad, y no de un 
patrón común y corriente cuyas relaciones laborales correspondían al artícu­
lo 123 y a la Ley Federal del Trabajo. Sirva de ejemplo, entre otras 
muchas que pudieran traerse a cuenta, la siguiente tesis jurisprudencial: 

Trabajadores al Servicio del Estado. Ayuntamiento. 

La Ley Federal del Trabajo no es aplicable tratándose de con­
flictos entre un Ayuntamiento y los emPleados a su servicio, porque 
el artículo 20. del ordenamiento señalado establece que las relacio­
nes entre el Estado y sus servidores se rigen por las Leyes del Servicio 
Civil que se expidan, dado que la palabra Estado está expresa en 
dicho precepto en el concepto de forma de vida social determinada, 
de autoridad, de comunidad política jurídicamente organizada, do­
tada de un poder de mando, que comprende a los municipios como 
elementos integrantes de él, como lo precisan los artículos 43 y 115, 
primer párrafo, de la Constitución General de la República. Amparo 
directo 3599/66. Santiago Rue!as Cano y Salvador Ruelas Lara. Abril 
5 de 1967. Unanimidad 5 votos. Ponente: Mtro. Manuel Yáñez 
Ruiz. 4a. Sala. Sexta Época. Volumen CXVIII, Quinta Parte, pá­
gina 24. 

Por otra parte, y en relación con la legislación secundaria, el 28 de 
diciembre de 1963 se publicó en el "Diario Oficial de la Federación", la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del 
apatrado B) del articulo 123 constitucional. En este ordenamiento de una 
manera precisa y terminante se distingue entre la relación jurídica que 
existe entre los trabajadores en general, prevista en el artículo 20. de la 
Ley Federal del Trabajo refonuada en 1970, y la relación jurídica de 
los trabajadores al servicio del Estado. Efectivamente, en el artículo 
20. de la Ley a que me he referido, reglamentaria de! apartado B del 
artículo 123 constitucional, se previene que la relación jurídica de trabajo 
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se entiende establecida entre los titulares de las dependencias e institu­
ciones que señala el artículo 10. del mismo ordenamiento y los trabajadores 
de base a su servicio; agregando, que en el Poder Legislativo, las direc­
trices de la Gran Comisión de cada Cámara asumirán dicha relación. 
Asimismo, en el artículo 30. se establece la diferencia esencial entre el 
trabajador al servicio del Estado; efectivamente dicho artículo 3D, dice 
que trabajador es toda persona que preste un servicio físico, intelectual 
o de ambos géneros, en virtud de nombramiento expedido o por figurar 
en las listas de raya de los trabajadores temporales, concepto Jurídico 
diferente substancialmente del concepto de trabajador que consigna el 
artículo 30. de la Ley Federal del Trabajo. 

Por otra parte, en el capítulo V de los antecedentes de este dictamen, 
con profusión de referencias al texto de la iniciativa presidencial que dio 
origen al apartado B del artículo 123, así como de los dictámenes de las 
Comisiones de Puntos Constitucionales y del Trabajo de las Cámaras 
de Diputados y Senadores y de los debates respectivos demostré palma­
riamente, en primer lugar, que la intención del legislador fue superar y 
perfeccionar el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de los 
Poderes dc la Unión de 5 de agosto de 1938, elevándolo a la categoría 
de norma constitucional y, en segundo, que tanto el autor de la inicia­
tiva de adiciones al artículo 123, como el Congreso de ]a e nión, con 
la ratificación de las legislaturas de los Estados, diferenciaron ta jan te­
mente, desde el punto de vista jurídico y aún del social y el político, a 
los trabajadores en general y los trabajadores y empleados al servicio del 
Estado, nonnando las relaciones de trabajo de cada uno de estos tipos o 
clases, en los apartados A y B, respectivamente. 

Por estos nuevos conceptos derivados del examen de la legislación 
secundaria, de los antecedentes de la refonna y de la misma jurispruden­
cia, en mi opinión es evidente que las relaciones laborales de los trabaja­
dores al servicio del Estado, no pueden, por ningún motivo, quedar com­
prendidas en el apartado A del artículo 123, so pena de contrariar tanto 
el texto expreso de la Constitución en su artículo 123, como el espíritu e 
intención del legislador al adicionar esta norma con el apartado B. 

Por útlimo, es pertinente concluir que la distinción entre ambos tipos 
de relaciones de trabajo, si bien corno he dicho, puede ser un tema po­
lémico en la teoría, también es evidente, como 10 he demostrado, que en 
apoyo de la tesis que sostengo existe una gran coincidencia en la doctrina, 
en la legislación secundaria y, aún más, en igual sentido se ha orientado el 
criterio del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje y el de la Jus~ 
ticia Federal. 

En resumen estimo, de acuerdo can mi leal saber y entender que: 
Las relaciones de trabajo entre los Estados de la Federación y los 

Municipios y los trabajadores y empleados a su servicio~ por la proPia 
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naturaleza de la relación laboral, na pueden quedar oomprendidas en 
el aparta.do A del artículo 123 constitucional. 

5. Contestada en los términos anteriores la hipótesis relativa que preR 

tende que no quedando comprendidos los empleados y trabajadores al 
servicio de las entidades federativas y los municipios en el apartado B 
del artículo 123, debe ser el apartado A el que debe regir este tipo de 
relaciones laborales, queda en pie la pregunta fonnulada en líneas ante~ 
riores: ¿ A quién corresponde la facultad de crear las normas reguladoras 
mencionadas? 

Trataré de explicitar mi personal punto de vista: 

A) El Congreso de la Unión tiene delegada por la Constitución Fe­
deral la facultad para legislar en materia del trabajo reglamentaria del 
articulo 123 de la propia Constitución. 

Efectivamente, según establecí en el capítulo IV de los antecedentes 
de este dictamen, en 1929, se reform6 la fracci6n X del artículo 73 cons­
titucional y el preámbulo del artículo 123 y se federalizó la ley de trabajo 
reglamentaria de esta nonna y al efecto se estableció que: " ... El Con~ 
greso de la Unión tiene facultad: ... X ... y para expedir las leyes del 
trabajo reglamentarias del artículo 123 de la propia Constitución. 

B) El alcance y, al mismo tiempo, el límite de esta facultad delegada 
al Congreso de la Unión, está precisamente en el artíc-ulo 123 consti­
tucional. 

Es incuestionable que el texto de la fracción X del artículo 73 de 
la Constitución Federal determina que la facultad de legislar en mate .. 
ria laboral que se delega al Congreso de la Unión, se refiere expresa­
mente a expedir leyes reglamentarias del artículo 123, que contiene las 
bases constitucionales de la legislación laboral nacional. Es, pues, necesario 
relacionar ambos textos a la fracción X del artículo 73 y el artículo 123, 
para determinar el alcance de la facultad delegada. 

En efecto, el artículo 123 contiene, como he venido insistiendo, dos 
grandes capítulos, inciso o apartados, el A y el B. En el apartado A, se 
establece que el Congreso de la Uni6n debe expedir leyes sobre el trabajo 
que regirán entre los obreros, jornaleros, empleados, domésticos, artesanos, 
y, de una manera general en todo contrato de trabajo, confonne a las 
bases que se enumeran en las diversas fracciones que contiene dicho apar~ 
tado. Y, en el apartado B, se establece que el Congreso Federal debe 
expedir leyes sobre el trabajo que regirán entre los Poderes de la Unión, 
Gobiernos del Distrito Federal y Territorios, con sus trabajadores, respe~ 
tanda las bases que también se consignan en dicho apartado. 

DR © 1977, Facultad de Derecho de la UNAM



TRABAJADORES DE LOS ESTADOS Y MUNICIPIOS 787 

Este precepto, en consecuencia, distingue perfectamente, como he dicho, 
dos tipos o clases de relaciones que regulan por separado y específica­
mente. 

D) En la relación de trabajo comprendida en el apartado A, el Con­
greso Federal no tiene ninguna limitación para legislar. 

Es inconcuso que- en los términos en que está redactado el apartado 
A del artículo 123, es decir concediendo facultades para legislar en lo 
que se refiere a la relación laboral existente entre los trabajadores en 
general con sus patronos, en virtud del contrato de trabajo, el Congreso 
de la Unión no tiene restringida su facultad legislativa y, en bien de la 
unidad y uniformidad de las leyes laborales, los ordenamientos que dicho 
Congreso expida deben tener vigencia ordinariamente en toda la República. 

j-';j El ajJartudo B del artículo 123 Constitucional restringe la facul­
tad del Congreso Federal para legislar al caso de que se trate de relaciones 
de trabajo Uentre los poderes de la Unión, los gobiernos del Distrito y de 
los Territorios Federales, sin hacer mención de los Estados y los Municipios. 

Es obvio que el enunciado o preámbulo del apartado B del artículo 
123 expresa y definitivamente se refiere, de una manera exclusiva y limi­
tada a los poderes de la Unión, al Gobierno del Distrito Federal y a los 
de los Territorios Federales. 

Es pues incuestionable que deliberadamente se omitió en el apartado 
B referirse a las entidades federativas y a los municipios. 

Por otra parte, es asimismo indiscutible que el artículo 123, distingue 
perfectamente dos tipos o clases de relaciones de trabajo: En primer lugar, 
la relación laboral existente entre los obreros en general con sus patronos, 
por virtud del contrato de trabajo. Ahora bien, para legislar sobre este 
punto, comprendido en el apartado A del artículo 123, el Congreso Fe­
deral no tiene restringida la facultad que le delega la Constitución en 
ningún sentido, por lo que, como he dicho, los ordenamientos legales que 
expida deben tener vigencia en toda la República. 

Pero, por otra parte, en segundo lugar, el artículo 123 distingue con 
pulcritud, la relación de servicio público existente entre las autoridades 
federales y los trabajadores a su servicio, o bien empleados públicos. Para 
legislar sobre esta clase de relaciones -comprendidas en el apartado B 
del artículo 123- el Congreso de la Unión tiene una importante y muy 
clara y precisa restricción o limitación, ya que, únicamente, tiene delega­
das facultades exclusivas para expedir ordenamientos reglamentarios de 
las relaciones laborales entre los Poderes de la Unión y los Gobiernos del 
Distrito y Territorios Federales, por una parte, y sus empleados y traba­
jadores por la otra. 

DR © 1977, Facultad de Derecho de la UNAM



788 ALFONSO NORIEGA CANTO 

En esa situación también es indudable que han quedado fuera de las 
facultades y atribuciones del Congreso Federal, la de legislar sobre vínculos 
de servicio público laboral existentes entre los Estados de la federación 
y los municipios con sus respectivos trabajadores y empleados. 

Por ello, adquiere fuerza y consistencia la conclusión a que llegué con 
anterioridad, al postular sin dudas ni reticencias, que es inaceptable sos­
tener que cuando en el apartado A del artículo 123 constitucional se 
otorgan facultades al Congreso de la Unión para legislar en materia de 
contratos de trabajo, puede también entenderse que queda incluida la fa­
cultad para legislar sobre las relaciones labórales entre el Estado y los 
empleados públicos. Es bien claro, por el contrario, que de acuerdo con el 
apartado B el Congreso Federal únicamente tiene facultades exclusivas 
para expedir leyes reglamentarias de los vínculos existentes entre el Go­
bierno Federal y sus empleados. 

Por último, asimismo es evidente que el Congreso Federal,. limitado 
en la facultad que se le delegó, por el texto expreso del apartado B, carece 
de facultad para legislar sobre las relaciones laborales existentes entre los 
Estados de la Federaci6n y los municipios, con los trabajadores y emplea­
dos a su servicio. 

l. De una manera lógica se plantea la cuestión esencial materia de 
este dictámen: ¿ Si el Congreso de la Unión no tiene facultades delegadas 
para legislar en dicha materia -a quién corresponde hacerlo? La respues~ 
ta, en mi opinión, se impone lógica y jurídicamente: 

La facultad de legislar sobre las relaciones laborales que existen entre 
los Estados de la federación y los municipios y sus trabajadores y emplea~ 
dos, corresponde a las propias entidades federativas a través de sus le~ 
gislaturas locales. 

Intentaré demostrar mi aserto: 
11. De acuerdo con lo previsto en la fracción X del artículo 73 de la 

Constitución Federal el Congreso de la Unión tiene, entre otras facultades, 
la de "expedir las leyes del trabajo reglamentarias del artículo 123 de la 
propia Constitución". Como se infiere literal y lógicamente del texto ante­
rior, la facultad concedida al Congreso Federal en la fracción X del ar­
tículo 73, se haya Íntimamente relacionada con las bases consagradas en 
el artículo 123 Constitucional y, por ello, es indudable que únicamente 
acudiendo a tales bases, se puede encontrar el justo alcance de dicha 
facultad que la Constitución delegó al Congreso Federal. 

Ahora bien, como he consignado en líneas anteriores el artículo 123 
contiene dos grandes apartados: En el apartado A establece que el Con­
greso de la Unión debe expedir leyes sobre el trabajo que regirán entre 
los obreros, jornaleros, empleados, domésticos, artesanos, y de una manera 
general en todo contrato de trabajo confonne a las bases que al efecto se 
establecen; y en el apartado B, establece que el Congreso Federal debe 
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expedir leyes sobre el trabajo que regirán entre los Poderes de la Unión 
Gobiernos del Distrito Federal y Territorios, con sus trabajadores respe­
tando las bases que al efecto también se consignan. 

II. Así pues, como también he establecido, el Congreso de la Unión 
tiene delegada una facultad expresa para legislar, sin restricción o limita­
ción alguna en los que se refiere a las relaciones de trabaJo comprendidas 
en el apartado A del artículo 123. 

Pero, no sucede lo mismo con las relaciones de trabajo comprendidas 
en el apartado B del propio artículo 123, toda vez que, en este caso, la 
facultad que se delega al Congreso se refiere exclusivamente a los traba ja­
dores al servicio de las autoridades federales, es decir Poderes de la Unión 
y Gobiernos del Distrito y Territorios Federales. 

III. Por otra parte, como he establecido en el cuerpo de este dicta­
men, es un carácter esencial del sistema federal que postula nuestra Cons­
titución Política el que la Federación únicamente tiene las facultades que 
expresamente se le delegan y que, las que no están expresamente delegadas, 
corresponden a las entidades federativas. 

El artículo 124 de la Constitución Federal, del cual he hecho un amplio 
análisis para mostrar su sentido propio como consagración del sistema 
federal, debe aplicarse en el caso materia de este dictamen y concluir, 
de acuerdo con la Constitución, los principios esenciales de nuestro sistema 
jurídico-constitucional y la lógica y el buen sentido, que si la Constitución 
en la fracción X del artículo 73 delegó en favor del Congreso de la Unión 
la facultad de legislar en materia laboral reglamentaria del artículo 123, 
es precisamente, en esta norma en la que se debe encontrar el alcance de la 
facultad delegada. Y, si como es evidente en lo que se refiere a las rela­
ciones de trabajo entre las autoridades federales y sus trabajadores y em­
pleados, el Congreso de la Unión únicamente puede legislar en esta expresa 
materia y carece, por tanto, de facultades constitucionales para legislar 
respecto de las relaciones de trabajo entre las entidades federativas y los 
municipios con sus respectivos trabajadores y empleados. 

Una vez más se impone la conclusión en el sentido de que no existiendo 
una facultad expresa delegada al Congreso Federal para legislar en esta 
materia, de acuerdo con la disposición terminante del artículo 124 Cons­
titucional, la facultad corresponde directamente a las entidades federativas, 
por medio de sus congresos o legislaturas locales. 

Esta conclusión que estimo fundada firmemente en la Constitución, en 
la doctrina y en el buen sentido, la abona asimismo la necesidad ingente 
de defender con toda energía los principios del sistema federal tan dete­
riorados por una política de centralización, cada vez más poderosa. Hacer 
una realidad el sistema federal, que tantas luchas y aún sangre costó a 
nuestra patria, es un deber insoslayable de los mexicanos en defensa de 
una auténtica vida institucional. 

DR © 1977, Facultad de Derecho de la UNAM
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